



Debido a la brevedad de esta nota, mi exposición ha de partir de la consta-
tación de que en Europa se ha generalizado el sistema de negociación para la
fijación de las condiciones de trabajo de los funcionarios públicos, en base a
acuerdos bilaterales de naturaleza contractual.
Las causas y las vías a través de las cuales se ha llegado a esta situación,
rompiendo con el principio clásico de la regulación unilateral de posición
estatutaria del funcionario por parte de las autoridades públicas (Parlamento
o Gobierno), son básicamente dos.
La principal ha sido, sin duda, la progresiva implantación del sindicalismo
dentro del colectivo funcionarial. Otra causa, que ha ido debilitando muchos
planteamientos dogmáticos, ha sido la paulatina eliminación de las barreras
que diferenciaban los ámbitos y las formas de actuación del sector público y
del sector privado.
La reciente intervención del Estado en la vida económica y social, motiva-
da por las crisis cíclicas de la economía de mercado y por la llegada a los Par-
lamentos de representantes de las clases sociales más desfavorecidas, cuyas
condiciones de vida se basarán esencialmente en el salario percibido por su
trabajo en el seno de la Administración. De igual modo los servicios públicos,
en cuya continuidad hay un indudable interés público, serán prestados, aún en
el caso de los de titularidad pública, en buena parte por empresas privadas e
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incluso el propio Estado creará empresas e instituciones sometidas, en cuanto
a su regulación jurídica, al Derecho privado.
En la medida en que las condiciones antes descritas se generalicen en los
distintos países europeos, se producirá la aparición del sindicalismo en el seno
de los colectivos de funcionarios y la reivindicación de un espacio de autono-
mía colectiva para negociar sus condiciones de trabajo de forma similar al sec-
tor privado.
El reconocimiento jurídico de este derecho de sindicación será definitivo
tras la segunda guerra mundial en la mayoría de los países europeos, e incluso
las propias Constituciones de Francia en 1946, de Italia en 1947 y la Ley Fun-
damental de Bonn de 1949 lo recogerán en su articulado.
También a nivel de legislación internacional se va a producir un aínplio re-
conocimiento del derecho de sindicación del que no aparecen, coíno regla ge-
neral, excluidos los funcionarios públicos (Convenios nY 87 y n.0 98 de la
OIT; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966; Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966; Carta Social
Europea). Este proceso tendría su colofón en el Convenio sobre la Protección
del Derecho de Sindicación y los Procedimientos para Determinar las Condi-
clones de Empleo en la Administración Pública n.0 151 de 1978.
Mayores dificultades ha tenido, sin embargo, el reconocimiento del derecho
de huelga frente a la Administración. Sin embargo, a través del propio ejer-
cício fáctico de este derecho, con regulación legal o sin ella, taínbién hoy día
es una realidad generalizada en toda Europa dentro de la Administración civil.
La existencia de estos derechos: sindicación y huelga, ha posibilitado que
los colectivos de funcionarios entrasen a participar desde una posición de auto-
nomía en la determinación de las condiciones de la relación de empleo que les
une con la Administración.
Las modalidades de esta participación y la intensidad de la misma es el ob-
jeto más específico de esta nota.
Ahora bien, hay que tener en cuenta que, al margen de la experiencia del
movimiento sindical dentro de la función pública y de las variaciones de la
posición contractual de los funcionarios en el plano jurídico formal, la buro-
cracia, como tal, en muchas ocasiones ha impuesto sus intereses en la defini-
ción del marco que regula sus condiciones de trabajo.
En la mayoría de las Administraciones europeas existen y han existido ór-
ganos de comunicación internos a través de los cuales los funcionarios han ex-
presado sus opiniones y emitido sus propuestas en relación a las condiciones
de empleo. Estas condiciones propuestas, sin embargo, al ser recogidas por la
autoridad pública, aparecerían externamente como jurídicamente emanadas por
la voluntad de una sola de las partes.
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Desde esta posición de participación interna existe un amplio recorrido que
realizar de carácter político, jurídico y sociológico hasta llegar al objetivo,
sostenido hoy en día por muchos sindicalistas de distintos paises europeos, que
serían la plena contractualización. Esta plena contractualización significaría
que el Gobieí-no y sindicatos suscribirían un convenio vinculante para ambas
partes, que nadie tendría después posibilidad legal de modificar unilateralmen-
te y cuyo incumplimiento podría ser denunciado ante los tribunales de justicia.
Frente a esta disposición surgen, con distintos motivos , según los países,
un conjunto de problemas de diverso cariz y rango jurídico, sobre los que creo
que debemos centrar nuestra atención.
Así, en primer lugar, en algunas Constituciones (Italia, España) puede plan-
tearse el problema de la reserva de Ley para la regulación de ¡a materia refe-
rida a la función pública. En realidad, la reserva se extiende, por lo general a
lo que constituye la organización y los deberes y derechos mínimos de los
funcionarios.
Es evidente, que en la medida en que fuese predominante una interpreta-
ción constitucional extensiva de la reserva, el ámbito posible de la negociación
colectiva se vería consecuentemente reducido. Ciertamente, no existe ninguna
reserva constitucional en relación a la determinación por ley de los salarios,
salvo la referida a que las cantidades destinadas a este efecto deben estar pre-
cisamente consignadas en la Ley Presupuestaria anual.
Las principales dificultades surgen a la hora de fijar el contenido del con-
cepto «organización», pues no cabe duda que el contenido de los convenios
colectivos del sector privado exceden el mero ámbito salarial para extenderse
a permisos, vacaciones, sistemas de promoción interna, admisión de nuevo
personal, etc., conceptos, todos ellos, que, según se interprete, pertenecen o no
al círculo conceptual del término ~<organización». Estas objeciones técnico-jurí-
dicas, sin embargo, han sido salvadas por los pactos políticos entre Gobierno
y sindicatos a la hora de elaborar la legislación que autorizaba la negociación
colectiva de los funcionarios bien señalando las materias específicas a que se
podían referir los convenios, bien eliminando determinados conceptos de la
materia negocial.
Otros límites constitucionales a la negociación están referidos a la exclu-
sion de determinados colectivos de funcionarios como pueden ser los jueces,
ínilitares o policía. Esta exclusión se configura, por regla general, mediante la
negación a estos colectivos de los derechos de sindicación y huelga. No obs-
tante, en numerosas ocasiones, en el terreno de los hechos, cuando estos colec-
tivos aparecen organizados en torno a determinadas reivindicaciones laborales,
poseen los suficientes medios institucionales de propuesta o de presión para
obtener una vía negocial a través de la cual alcancen sus objetivos.
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Un tercer aspecto de problemas constitucionales puede aparecer a la hora
que el Gobierno reclama plena autonomía para elaborar su política económica
o determinadas políticas sectoriales que requieran profundas reformas en el
seno de la función pública.
En cualquier caso, dejando a un lado la posibilidad de que los gobieruos
puedan o pretendan ampararse en una posición de autonomía como poder
constitucional, lo cierto es que hoy día el principal obstáculo para el desarrollo
de la negociación colectiva lo constituye su compatibilidad con los dos temas
antes referidos: la elaboración de las políticas económicas y las modificaciones
en la organización de los servicios públicos.
Un elemento que, de forma paralela debe tenerse en cuenta en cada país,
es la estructura sindical que predomine en la función pública y las políticas
que persigan estos sindicatos, ahora veremos por qué.
Una de las razones político institucionales que más apoyan la implantación
de sistemas de negociación colectiva en la función pública es la que hace refe-
rencia a la clarificación de la contrapartida que se produce entre la Administra-
ción y sus funcíonaríos, de forma que sean conocidas por los ciudadanos. Una
segunda razón hace referencia al principio de solidaridad intersindical, ya que
son los trabajadores los principales usuarios de los grandes servicios públicos,
por ello hay una lógica en que el movimiento sindical, en su conjunto, se be-
neficie de la racionalidad y la eficacia de la organización administrativa.
Podía esperarse, así, un campo amplio de acuerdo para las reformas insti-
tucionales. Sin embargo, no ha sido lo que ha sucedido en muchos casos. En
ocasiones, la presencia mayoritaria de sindicatos corporativos en la función
pública hacían difícil que estos aceptasen un proyecto de reforma global que
incidiese en posiciones de privilegio o simplemente ventajosas, como sistemas
de horarios, vacaciones, inamovilidad, etc. Pero también cuando la mayoría era
ostentada por centrales sindicales interconfederales, ha predominado la defensa
de los intereses de los propios funcionarios frente a los intereses que estuvie-
sen detrás de la reforma de un determinado servicio público.
Todo lo anterior plantea un interesante punto de reflexión sobre la exten-
sión y la fuerza jurídica que deben tener los convenios colectivos en la fun-
ción pública.
Si se someten obligatoriamente a objeto de negociación materias que son
instrumentos necesarios para cualquier reforma política de un servicio público,
se puede estar imposibilitando que tales reformas las realice, en última instan-
cia, el propio Gobierno asumiendo unilateralmente el coste político de dicha
medida.
Lo mismo ocurre si se pretendiese establecer la obligatoriedad de que los
presupuestos anuales recojan el acuerdo entre el Gobierno y sindicato sobre
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aumentos salariales. Hay que ser conscientes de que hoy día el volumen de los
gastos corrientes son una cifra importantísima del gasto público, el cual es a
su vez un elemento central en la definición de las políticas económicas. Tam-
bién hay que tener en cuenta que las cifras pactadas se extiende a todo lo que,
según cada país, es considerado sector público, Administración del Estado, de
regiones, de municipios, organisínos e institutos públicos autónomos, empresas
públicas, etc. Igualmente el aumento salarial en la función pública es un indi-
cador, al menos mínimo, de las cifras que suponen en la mesa de negociación
del sector privado.
¿Y si no se logra el acuerdo? Es evidente que no se puede obligar al Go-
bierno a llegar a un acuerdo, porque ello le restaría la esencia de toda capa-
cidad negocial, más aún si este acuerdo debe producirse en un espacio deter-
minado de tiempo.
De otra parte, si el Gobierno ante la falta de acuerdo puede, en definitiva,
fijar unilateralmente en los Presupuestos anuales los aumentos salariales de los
funcionarios (*), los representantes de este colectivo se encuentran también
en una posición negocial disminuida. Ciertamente, el reconocimiento del dere-
cho de huelga en la función pública atenúa esta posición desfavorable al per-
mitir una actividad sindical en apoyo de sus propias posiciones.
Complicaciones añadidas pueden provenir de la existencia de distintas op-
ciones sindicales en el conjunto de la función pública, de la existencia de
colectivos con sindicatos corporativos, y de las distintas consecuencias que
provocan la paralización de un servicio público. De lo anterior se puede pro-
ducir que el Gobieruo tenga que optar entre diferentes acuerdos, o que la dis-
tinta fuerza de negociación vaya en contra de la lógica o de requisitos legales
o constitucionales de uniformidad salarial por tipo de actividad.
De otra parte, la lógica de una contractualización basada en la fuerza sindi-
cal de cada colectivo de funcionarios para paralizar servicios esenciales para
el desarrollo de la vida cotidiana de los ciudadanos, puede crear situaciones
de privilegio salarial entre los propios funcionarios. Situaciones de privilegio
que no correspondan a razones objetivas de mayor productividad, riesgo, cuali-
ficación profesional, etc., sino al mero «poder» de huelga del colectivo.
Es cierto que los Gobiernos pueden contar con instrumentos legales para
t~) No planteamos el tema dc la soberanía del Parlamento a la hoja de aprobar los presu-
puestos, por no añadir ulteriores dificultades al razonamiento. Es sabido que, por lo general, en
Europa se opera sobre la base de mayorías parlameníarias. pero indudablemente en el caso de
un gobierno minoritario sc plantearía eí problema de la fiabilidad del eventual acuerdo obtenido
a expensas de obtener un voto de mayoría en la correspondiente partida presupuestaria.
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hacer frente a la paralización de los servicios esenciales para la comunidad.
Pero también lo es que ante las denominadas huelgas salvajes en las que el
colectivo afectado desobedeciese las órdenes gubernamentales los mecanismos
jurídicos son, por lo general, ineficaces.
En primer lugar, la Administración necesitaría la colaboración de un sector
de su aparato para proceder a la certificación individualizada de la conducta
ilegal de cada funcionario. Si ello no es posible la práctica de la huelga salvaje
se convierte en una actividad impune.
Aun en el caso de que se hubiera conseguido la prueba individualizada de
realizacióñ de huelga ilegal ha de esperarse a la decisión de los Tribunales.
Finalmente, si los Tribunales sentencian la separación del servicio de los
funcionarios huelguistas, la Administración ha de hacer frente a la selección
de nuevo personal que sustituya al anterior.
Coíno es sabido, tanto la elaboración de los expedientes disciplinarios, la
emanación de la sentencia judicial y el procedimiento de selección de nuevos
funcionarios requiere un tiempo que en su conjunto puede durar varios años.
Con lo cual, la propia respuesta jurídica de la Administración ante la paraliza-
ción ilegal de un servicio público, puede, en la práctica, hacer aún más caótico
dicho servicio.
Desde esta perspectiva, se abre el interrogante de si el camino hacia la con-
tractualización no exige también la modificación del cuadro de garantías jurí-
dicas propias de la relación estatutaria pues, de otro modo, la acumulación de
las garantías estatutarias y los instrumentos de la acción sindical, pueden con-
figurar a la función pública como un sector laboral privilegiado e inmune a la
fuerza negocial de la Administración.
En conclusión, ami juicio el marco común que podría desarrollarse en Eu-
ropa con relación a la negociación colectiva de funcionarios debería contarcon
las siguientes características.
En primer lugar, con un nivel de funcionarios que asuma el desarrollar la
función negocial de la Administración, desligados, por tanto, de cualquier acti-
vidad sindical.
En segundo término, el derecho de negociación debería limitarse a imponer
a la Administración el deber jurídico de abrir negociaciones antes de la ela-
boración de los planes presupuestarios. El equilibrio negocial sólo puede esta-
blecerse entre el poder del Gobierno para enviar el presupuesto al Parlamento
pese a no llegarse a un acuerdo y el ejercicio del derecho de huelga de los sin-
dicatos.
Si se obtuvíese un acuerdo habría que deslindar de su contenido aquello
que constitucionalmente estuviese sometido a la reserva de Ley de aquellas
otras materias que, pueden ser objeto de convenio colectivo.
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Estos convenios, tendrían plena eficacia entre las partes y su vulneración
podría ser denunciada ante los Tribunales.
El cuadro descrito ya es realidad en algunos paises como Suecia e Italia.
Su aplicación a otros ordenamientos puede requerir, sin embargo, profundas
reformas no sólo en el ánihito de la función pública sino también con relación
a leyes procesales o de responsabilidad administrativa.
Soy consciente de que quedan sin analizar en esta nota otra serie de proble-
mas relacionados con la negociación colectiva de los funcionarios públicos,
como puede ser el de la articulación de los convenios suscritos por las distin-
tas autoridades territoriales del mismo nivel y el efecto extensivo de las cláu-
sulas más favorables de un convenio sobre el resto; el problema de la determi-
nación de los sindicatos que se sienten en la mesa de negociación; el problema
de la ejecución de sentencias desfavorables para la Administración, etc. En
cualquier caso, los temas que me ha sido posible abordar, y aún éstos de for-
ma casi esquemática, pueden dar lugar a un debate institucional de cuyo resul-
tado los ciudadanos podrían, esa es siempre nuestra esperanza, ver mejorada
su calidad de vida cotidiana.
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